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Comunicación Social PVEM

Senado de la Republica

Sen. JORGE LEGORRETA ORDORICA.
Grupo Parlamentario

del Partido Verde Ecologista de México

Senado de la República, a 07 de Diciembre de 2006.

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTICULO 39 DEL CODIGO PENAL FEDERAL.
La seguridad pública no es un logro de primera intención de una acción propuesta, siempre es consecuencia de una serie de factores preexistentes que en su función preventiva, cuando ésta es exitosa, dan lugar a un estado de equilibrio y bienestar duraderos. 

Ante las perturbaciones existentes en la seguridad pública, debemos cuestionarnos sobre dos elementos fundamentales en la garantía  de equilibrio social: la gobernabilidad y/o ingobernabilidad. 

La gobernabilidad puede entenderse como la capacidad de administrar los intereses del pueblo o de una nación a través de una estructura administrativa denominada gobierno, que eventualmente podrá ser calificado de bueno o de malo, dependiendo de la eficiencia y eficacia que demuestre en su desempeño.

Hablar de prevención social y de seguridad pública es referirse a todo  aquello que debe ponerse en práctica en el hombre mismo  para que desarrolle sus sistemas  de seguridad, el cual se debe de aplicar cuando se dañe a la sociedad a través de alguna conducta u omisión tipificada como delito, ya que en caso contrario, el Estado tendrá la obligación de sancionar dicho acto, teniendo facultades suficientes para sancionar al infractor, de conformidad con las leyes previamente establecidas al acto que origine la sanción.  

En nuestro país, de conformidad con lo dispuesto por lo previsto en el artículo 21 de Nuestra Carta Magna, se considera a la imposición de penas y su cumplimiento, actividad monopólica del Estado, la cual la ejerce a través de autoridades jurisdiccionales y administrativas, esto es, a través de la primera se sanciona las conductas previstas como delitos en las disposiciones normativas, pudiendo aplicar sanciones de dos tipos: la primera, privativa de libertad y la segunda pecuniaria (multa o reparación del daño), y una vez impuesta la sanción, corresponde a las autoridades administrativas competentes su cumplimiento.

Un  sistema penal y, en especial un internamiento, tendrán como finalidad primordial la readaptación social del sentenciado a fin de obtener su rehabilitación que le permita una adecuada reincorporación social

Por readaptación social debe entenderse la acción y el efecto tendientes a logar que un individuo vuelva a ser una persona adecuada al grupo social al cual habrá  de ser reintegrado. 

En atención a lo anterior  debe decirse que la readaptación social se logra solo a través de una rehabilitación, la cual tienen como finalidad lograr que la persona que ha delinquido se pueda integrar a la sociedad. En nuestra legislación la rehabilitación esta prevista en el artículo 99 del Código Penal Federal.

Esta rehabilitación se lleva a cabo a través de diferentes sistemas como lo son el trabajo, estudio o la realización de actividades dirigidas a la consecución de su readaptación social; cabe hacer la aclaración que dicha readaptación social se lleva a cabo únicamente cuando el reo esta cumpliendo alguna pena consistente en la privación de su libertad.

Por otro lado, la reparación del daño es una pena pecuniaria que consiste en la obligación impuesta al delincuente de restablecer el statu quo ante y resarcir los perjuicios derivados de su delito. 

Se atribuye a la reparación del daño a cargo del delincuente, las siguientes características:

a) La reparación no sólo es de interés público, sino de orden público. Su exigibilidad y el procedimiento son ajenos a la voluntad de los ofendidos. Ferri, al respecto dice: "Si el delito ha ocasionado un daño material o moral, este deber ser siempre resarcido, considerando el resarcimiento del daño ex delicto, como una relación de derecho público y no sólo de derecho privado como el daño ex contractu".

b) Debe ser exigida de oficio por el Ministerio Público, con el que podrán coadyuvar el ofendido, sus derechohabientes o su representante. 

c) Los ofendidos, sus derechohabientes o sus representantes, pueden ser  coadyuvantes del Ministerio Público para comparecer a las audiencias y alegar, apelar en lo relativo a la reparación del daño.

d) La reparación no está sujeta a transacciones o convenios entre ofendidos y responsables. Será fijada por el juez, sin que nada tenga que ver la capacidad económica del obligado a pagarla con el monto de los daños. 

e) La reparación es renunciable por el ofendido, pero la renuncia no libera al responsable, produce el único efecto de que su importe se aplique al Estado.

f) El crédito por la sanción pecuniaria es preferente con respecto a cualquiera otra obligación contraída con posterioridad al delito. La preferencia exceptúa a las obligaciones referentes a alimentos y a las relaciones laborales, ya que los acreedores tanto alimentarios como laborales no tiene porqué sufrir el agravio de sus legítimos intereses, en cuanto es posible evitarlo, las consecuencias de la conducta delictiva del deudor.

g) La preferencia se establece aun en presencia del Crédito del Estado por la pena de multa; si no se logra hacer efectivo todo el importe de la sanción pecuniaria, se cubrirá en preferencia la reparación del daño.

En la actualidad y dependiendo del ilícito perpetrado, a un delincuente se le pueden dar tres tipos de sanciones: privativa de libertad, multa (a favor del Estado) y la reparación del daño (a favor de la víctima u ofendido). 

Derivado de ello, la presente iniciativa está encaminada a otorgar el beneficio de la semilibertad al reo que ha cumplido la totalidad de la pena privativa de libertad, pero que no tenga los recursos necesarios para cumplir con la reparación del daño fijada por la autoridad jurisdiccional, ya que consideramos que el mismo ya cumplió con el periodo de readaptación fijado por el juez, por lo que puede ser candidato para obtener el beneficio de la semilibertad, siempre y cuando manifieste su deseo de salir, cumpla cabalmente con el plan de pago que le imponga la autoridad administrativa y cumpla con el sistema de semilibertad que marca la propia ley penal.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

Finalmente, señor Presidente, atentamente solicitamos que el texto íntegro de la presente Iniciativa se inserte íntegramente en el Diario de los Debates.

Por su atención,  muchas gracias.

Muchas gracias.

00—00—00
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